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En una publicación relativamente reciente 1, aparece, a mitad 
del volumen, la breve y sustanciosa colaboración de Mons. Umberto 
Tramma sobre el tema de los peritos. Abusando quizá, queremos ha' 
cer nuestras las palabras con las que Mons. Tramma termina su estu, 
dio: «Sono certo che in queste annotazioni nessuno trovera «del be, 
110 e del nuovo». Forse l'unica utilita di questo scritto é nel fatto che 
sono state esplicitate cose che tutti giá possedevano nella propria cos, 
cienza, ma talvolta a livello di sensazioni o di idee inespresse ... » 2. 
No es nuestro propósito elaborar un estudio pormenorizado 
del itinerario de un proceso de nulidad matrimonial. Son abundan, 
tes los estudios sobre la materia y a algunos de ellos haremos referen, 
cia a lo largo de estas líneas. Se ha escogido en cambio una óptica 
concreta, la misma que hemos procurado expresar en el título de este 
trabajo, y que no es otra que la del juez. El juez que es director del 
1. AA. Vv., Il processo matrimonialecanonico, Libreria Editrice Vaticana, Citta del Vatica-
no 1988. 
2. p. 209. 
IUS CANONICUM, XXXIV, N.67, 1994, págs. 65-101 
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proceso, y cuya mlslon, en sintonía con el principio de iniciativa de 
parte, resulta imprescindible para alcanzar la finalidad propia del 
juicio. 
Las ideas que se expondrán pretenden, al mismo tiempo, reco, 
ger criterios prácticos de actuación que puedan resultar útiles en la 
labor judicial. Algunos son fruto de la experiencia concreta, con to, 
das las limitaciones que la geografía impone (Colombia). Sin embar, 
go, nos anima la ilusión de pensar que lo que aquí se dirá no es tan 
lejano de lo que puedan haber pensado, y vivido, tantos colegas de 
oficio en otras partes del mundo. Al fin y al cabo, la Iglesia, su men, 
saje de salvación y la institución matrimonial no cambian. Lo mismo 
ocurre con la naturaleza humana, cuyas limitaciones y heridas suelen 
tener casi siempre manifestaciones semejantes. 
Aparecerán con frecuencia conceptos que son elementales · para 
cualquier juez con una cierta experiencia, pero que pueden no serlo 
tanto para quienes comienzan. Es ésta otra de nuestras aspiraciones: 
contribuir en la medida de la posible en la formación de nuevos jue, 
ces, necesidad hon~amente sentida en las actuales circunstancias de 
la vida de la Iglesia. 
Por lo demás, la insistencia en la labor del juez eclesiástico es 
el reflejo de la convicción de que solamente cuando éste se involucra 
realmente en el empeño de averiguar la verdad, el proceso y la sen' 
tencia, se convierten en auténtico instrumento de justicia. Más toda' 
vía si se tiene en cuenta que en muchas ocasiones las personas que 
acuden a los tribunales eclesiásticos no tienen la posibilidad de con' 
tar con una adecuada asesoría técnica (limitaciones económicas, so' 
bre todo, lo impiden) que, a todo lo largo del proceso, asuma con 
la ciencia debida lo que es propio de la iniciativa de parte. 
Mucho debe ganarse aún en la conformación de cuerpos de 
abogados de oficio (cfr. can. 1490) que, como un verdadero servicio 
a la Iglesia y a sus fieles, estén en condiciones de asumir esta fun~ 
ción. De lo contrario, la justicia eclesiástica corre el riesgo de quedar 
al alcance exclusivo de una élite y muchas personas, con situaciones 
personales que podrían encontrar un cauce de solución in Ecclesia, 
se encontrarían privadas de algo que constituye un verdadero de' 
recho. 
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1. PROCESO CONTENCIOSO Y ACTITUD DE LAS PARTES EN LA 
BÚSQUEDA DE LA VERDAD 
El único interés del juez en el proceso ha de ser la búsqueda 
de la verdad. A este fin se ordenan todos los instrumentos que el 
derecho le otorga. Sin embargo, el juez no juzga in abstracto: ante él 
se presentan personas de carne y hueso, con problemas, actitudes y 
mentalidades que debe tener en cuenta para conducir con acierto el 
proceso. 
Entre esas «actitudes» quisiéramos destacar, en primer lugar, las 
que se derivan del modo concreto como la legislación eclesiástica 
plantea la averiguación de la verdad. En este sentido, el proceso ca~ 
nónico, y en particular el proceso de nulidad de matrimonio, aparece 
formalmente planteado como un contencioso. La ley procesal se articu~ 
la, por tanto, sobre el supuesto de una parte actora y otra demanda~ 
da, la primera de las · cuales hace uso del derecho de acción ante la 
autoridad judicial competente, y frente a la parte conventa. 
Dentro de este marco aparecen algunos actos procesales que 
manifiestan típicamente la «contradicción». Por vía de ejemplo, baste 
pensar en el esquema demanda~contestación¡ en la posibilidad de re~ 
convenir¡ en el uso de las excepciones, en la facultad de presentar 
o pedir pruebas y en el derecho de la otra parte a controvertirlas; etc. 
En este contexto, podría pensarse que la función del juez se 
convierte en la de una especie de «árbitro» entre dos contendientes, 
o mejor, por encima de ellos -que no dejan de ser, por ello, 
contendientes- cuya misión sería la de garantizar las «reglas del jue~ 
go» o, por decirlo de otro modo, las «reglas del enfrentamiento». En 
suma, que sea una «pelea» limpia, de acuerdo con las leyes que para 
este tipo de eventos tiene previstas el derecho. 
Independientemente de la fundamentación histórica y jurídica 
del esquema contencioso aplicado al proceso de nulidad de matrimo~ 
nio, en la práctica, ocurre con frecuencia que éste no es precisamente 
el que está en la óptica de quien acude a los tribunales eclesiásticos 
en procura de una declaración de nulidad. En efecto, no pocas veces 
ocurre todo lo contrario a un contencioso, y el «enfrentamiento» pro~ 
cesal se convierte más bien en el marco teórico, dentro del cual deben 
moverse necesariamente las partes porque así lo exige la ley procesal. 
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Pero no, insistimos, porque se esté en presencia de una verdadera 
confrontación: ambos persiguen lo mismo. Ambos, muchas veces, 
«se ponen de acuerdo» -sin que esto suponga necesariamente mala 
fe o manipulación de la prueba- en orden a conseguir lo que, tam, 
bién muchas veces, ambos estiman justo: que se declare la nulidad de 
su matrimonio. 
En otras ocasiones ocurre que sí se da enfrentamiento, o con' 
frontación, pero no por la nulidad pretendida, que sigue siendo que-
rida por ambos cónyuges, sino por otro tipo de factores. Una de las 
partes, por ejemplo, se siente ofendida en su dignidad porque se pro' 
pone como causal alguna forma de debilidad psíquica; o estima que 
la exposición de los hechos que dieron lugar al fracaso conyugal, aún 
siendo ciertos en sustancia, adolecen de inexactitudes que deben 
aclararse; o piensa que el matrimonio sí es nulo, pero por causa dis, 
tinta a la propuesta por la otra parte; etc. 
Pueden, en resumen, destacarse tres posibles situaciones: 1) 
aquellas en las que se advierte un auténtico contencioso en cuanto al 
fondo mismo de la pretensión de nulidad (una parte que afirma la 
nulidad y la otra que se opone); 2) modalidades de contencioso que 
podemos llamar de rango menor (por razón de la causa o causas invo, 
cadas, o por el modo de exponer determinados hechos); 3) situacio-
nes en las que falta absolutamente el «enfrentamiento»: ambos cón, 
yuges quieren la nulidad, por motivos sobre los cuales están 
plenamente de acuerdo, y apoyados en hechos que, entre ellos, no 
son materia de discusión. 
El esquema propuesto, tal vez demasiado simple, sirve sin em, 
bargo para subrayar la circunstancia señalada más arriba: el hecho 
frecuente de la falta de un auténtico contencioso procesal. 
A lo anterior habría que añadir un nuevo factor, extraprocesal, 
pero de notable incidencia en la «actitud» con que las partes acuden 
a la justicia eclesiástica. Se trata del resquebrajamiento, o incluso pér, 
dida, de la conciencia práctica sobre la indisolubilidad del matrimo, 
nio. No es éste el momento para discutir las causas de este fenóme' 
no, por lo demás conocido. 
En esta perspectiva, la distinción entre matrimonio fracasado 
y matrimonio nulo no aparece precisamente como algo claro en la 
conciencia de muchos fieles. El hecho es el fracaso, o la ruptura. Y 
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junto con ella, o como consecuencia, se pretende encontrar el cauce 
jurídico que, al mismo tiempo que ofrece tranquilidad de conciencia, 
permite ((rehacer la vida» a través de nuevas nupcias. Aparece de este 
modo el curioso fenómeno de quienes acuden a la Iglesia teniendo, 
por una parte, el recto convencimiento, fruto de la fe, de que su pro~ 
blema conyugal debe ser tratado y resuelto in Ecclesia; al mismo 
tiempo, sin embargo, ante la situación de fracaso tienen la convic~ 
ción de que sus dificultades no pueden tener salida distinta a la de~ 
claración de nulidad, que es el único camino acorde con su concien~ 
cia de fieles católicos que les puede permitir, con tranquilidad 
interior, contraer nuevas nupcias. De este modo la declaración de 
nulidad es vista casi como un ((derecho» que la Iglesia, pastoralmen~ 
te, debe satisfacer. 
El tema, desde el punto de vista de quienes estiman que han 
llegado a situaciones más o menos irreversibles de fracaso conyugal, 
se hace más agudo cuando la única: posibilidad de poder contraer 
nuevas nupcias con plenos efectos civiles es la declaración eclesiástica 
de nulidad 3. 
Un tratamiento más profundo, con las implicaciones que es 
posible advertir desde el punto de vista de una adecuada formación 
de los cónyuges, supondría apartarse del hilo conductor de estas lí~ 
neas. Sin embargo, ya en el terreno del proceso, sí que cabe recordar 
lo que el mismo Código indica: los remedios pastorales antes de 
aceptar una causa (cfr. can. 1676) y el deber de rechazar la demanda 
cuando «del mismo escrito... se deduce con certeza que la petición 
carece de todo fundamento y que no cabe esperar que del proceso 
aparezca fundamento alguno» (can. 1505, § 2, 4). 
Por lo que se refiere propiamente a nuestro tema, las considera~ 
ciones anteriores tienen como fin destacar,en definitiva, que el «áni~ 
mo» con que las partes asumen un proceso canónico de nulidad ma~ 
trimonial tiene una profunda incidencia en el esfuerzo por llegar a 
Conocer la · verdad. En efecto, es fácil advertir que, cuando la perspec~ 
3. Esto ocurre precisamente en los países en los que no existe divorcio civil para los ma-
trimonios contraídos de acuerdo con la forma canónica. Era éste el caso colombiano hasta 
la Constitución de 1991 que, en su arto 42, introdujo el divorcio (<<cesación de efectos civi-
les., es la terminología empleada) para toda forma de matrimonio. A través de la ley 25 
de 1992 se reglamentó la materia. 
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tiva de quien promueve el proceso no es la prueba de la existencia 
de un matrimonio inválido, sino remediar una situación de fracaso, 
el enfoque de los hechos aducidos, las pruebas presentadas, etc., fá, 
cilmente pueden resultar ajenos a lo que se pretende en sede judicial. 
Por otra parte -volviendo a la idea inicialmente expuesta- la 
razón última del esquema procesal entendido como contencioso en' 
tre las · partes está, no cabe duda, en el afán de alcanzarla verdad. 
Así de simple. Se entiende entonces que sólo el enfrentamiento, o 
la posibilidad del mismo, permite, en el terreno dialéctico de la prue, 
ba sometida a controversia, alcanzar la finalidad que, en última ins, 
tancia, se pretende en todo proceso de nulidad matrimonial: la justi, 
cia como reflejo de la verdad de cada matrimonio concreto. Lo que 
verdaderamente ocurrió es el único punto de referencia del juez en 
la aplicación de la ley. Verdad real, podría subrayarse, distinta de la 
verdad formal. 
Si es éste el punto de referencia definitivo, se alcanza a adver, 
tir, y la experiencia lo demuestra, que en aquellos procesos en los 
que falta una verdadera confrontación, es más difícil alcanzar la ver' 
dad verdadera. No se oculta, por ejemplo, el peligro de prueba «artifi, 
cial» , «acomodada». 
Pero incluso en los casos en los que existe auténtico contradicto, 
rio, no pocas veces aparecen momentos de perplejidad, entre otras ra, 
zones, porque en las situaciones de conflicto o enfrentamiento no es 
difícil perder la ponderación y obj~tividad necesarias para alcanzar la 
verdad, o enfrascarse en «contradicciones» sobre hechos que no afec' 
tan a la sustancia de la pretensión. 
Todo lo dicho sirve para subrayar el papel del juez como «ser' 
vidor de la verdad». Lo será, con palabras de Mons. Grocholewski, 
únicamente cuando su labor se lleve a cabo «scrupulosamente nel ris, 
petto della legge e nella responsabile ricerca della verita» 4. 
El tema ha sido abordado explícitamente por el Romano Pontí, 
fice, refiriéndose a las causas de nulidad en las que está en juego la 
incapacidad consensual: «El difícil cometido del juez de tratar con se' 
4. Z. GROCHOLEWSKI, Processi di nullita matrimoniale nella realta odierna, en Il processo ... , 
cit., p. 18. 
LA FUNCIÓN DIRECTIVA DEL JUEZ EN LA INSTRUCCIÓN DE LA CAUSA 71 
riedad causas difíciles, como las relativas a las incapacidades psíqui~ 
cas para el matrimonio, teniendo siempre presente la naturaleza hu~ 
mana, la vocación del hombre y, en conexión con ello, la justa con~ 
cepción del matrimonio, es ciertamente un ministerio de verdad y de 
caridad en la Iglesia y para la Iglesia. Es ministerio de verdad, en 
cuanto que es salvada la autenticidad del concepto cristiano del ma~ 
trimonio, incluso en medio de culturas o de modas que tienden a 
oscurecerlo» 5. 
No puede el juez, en consecuencia, actuar como el espectador 
pasivo de un más o menos intenso contencioso, cuya función se limi~ 
taría a garantizar el recto uso de las herramientas procesales, a la es~ 
pera del «paquete» probatorio que le presenten las partes o sus apo~ 
derados. Se caería sin duda en un esquema demasiado formalista, en 
escasísima sintonía con el «ministerio de verdad» que le es propio 6. 
1I. EL JUEZ Y EL DERECHO DE DEFENSA 
Las consideraciones anteriores nos llevan a otro terreno, inse~ 
parablemente unido a lo que hasta ahora se ha expuesto. Es el tema 
del derecho de defensa, como garantía del recto proceso, del afán de 
llegar al conocimiento de la verdad y, sobre todo, como derecho fun~ 
damental de la persona. 
5. Alocúción a la Rota Romana, 5 de febrero de 1987, n. 9. El minisrerium lIeritatis del 
juez ha sido destacado por el Santo Padre en otras ocasiones. Es el caso de la Alocución 
a la Rota Romana del 4 de febrero de 1980 (AAS 72 (1980), p. 173), en la que habla del 
juez como .ligado por la verdad, que busca indagar con empeño, humildad y caridad( ... ). 
La Iglesia ha elaborado un procedimiento que en el intento de alcanzar la verdad objetiva, 
de una parte asegure las mayores garantías a la persona en la defensa de las propias razones 
y, de otra, respete coherentemente el mandamiento divino: Quod Deus coniuxit, horno non 
separet (Mc 10, 3) •. Más adelante añadía: «Graves y múltiples son por tanto los deberes del 
juez respecto de la ley. Acentúo solamente el primero y más importante, que por otra parte 
lleva consigo todos los demás: ¡la fidelUUul! Fidelidad a la ley, a aquella divina, natural y 
positiva, a aquella canónica, sustancial y procesal. (ibid., p. 177). 
6. Afirmaba en este sentido Mons. Pinto: «Spetta al giudice dirigere il processo stabi-
lendo quanto é necessario per l'amministrazione della giustizia nella causa che svolge, e de-
cidere, interlocutoriamente le cause incidentali, e la causa principale con sentenza defini-
tiva. Aquesto scopo viene fornito dalla legge dei poteri necessari dentro i limiti consentiti 
dalla giustizia per la ricerca della verita. O. M. PINTD, La giurisdizione, en Il processo ... cit., 
p. 55). 
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La misma expresión derecho de defensa es ininteligible fuera de 
un contexto de «contradicción», y así lo ha subrayado la jurispruden, 
cia rotal y el mismo Romano Pontífice en su discurso a la Rota del 
26 de enero de 1989: «No se puede concebir un juicio equitativo sin 
contradictorio, esto es sin la concreta posibilidad concedida a cada 
una de las partes de ser oída y de poder conocer y contradecir los 
requerimiento, las pruebas y las deducciones adoptadas por la parte 
adversa o ex officio)) 7. 
El derecho de defensa consiste pues, esencialmente, en la posi, 
bilidad de controvertir. Lo que lleva consigo el hecho de no poder ser 
condenado, o afectado de algún modo por los pronunciamientos ju, 
diciales, sin haber sido escuchado 8. Ahora bien, como antes se 
anotaba, el escaso ánimo de contradecir, en la práctica, incide -y no 
poco- en la adquisición de la verdad. Nuevamente aparece aquí la 
idea subrayada más arriba: el papel insustituible del juez en la bús, 
queda de la verdad, que no puede limitarse a garantizar el derecho 
de defensa, quedándose tranquilo por el solo hecho de que se ha da, 
do a las partes la posibilidad de controvertir las pruebas aducidas, 
o de presentar otras nuevas. Este solo hecho, insistimos, no garantiza 
7. Cfr. AAS 81 (1989), pp. 922-927. Sobre el tema, vid. el artículo de F. DANEELS, De 
iure defensionis. Brevis commentarius ad Allocutionem Summi Pontificis diei 26 iaruarii 1989 ad 
Rotam Romanam, en .Periodica», 79 (1990), pp. 249 ss. 
8. Muchas veces la jurisprudencia rotal se ha referido al tema. Así, por ejemplo, se lee 
en una c. Pompedda, de 23 de julio de 1986 (en SRRD 1986, p. 480): .Ius defensionis exigit 
quod partibus in iudicio intervenientibus exstet integra facultas seu possibilitas sese defen-
dendi, eum absque contradictorio ne eoncipi possit iudicium in genere et ecclesiasticum in 
specie ( ... ). Contradictorium autem formaliter fit per litis eontestationem, qua in ordine ea-
nonico integrum manet ius defensionis ( ... ). Ius defensionis perficitur faeultate addueendi 
probationes utrique parti faeta et servata». 
Otra sentencia rotal, e. Sabbatani, afirma: .Iure positivo ius defensionis exereetur in iudi-
cio per eontradictorium inter partes ( ... ). In concreto, ius defensionis seu contradictorium 
iudiciale consistit praecipue: a) in faeultate indueendi probationes in iudicio; b) in faeultate 
eognoseendi probationes a parte adversa adduetas; e) in faeultate exhibendi proprias dedue-
tiones, allegationes et defensiones; d) in faeultate respondendi, saltem semel, deduetionibus, 
allegationibus et defensionibus partis adversae. (c. Sabbatani, 17 enero 1987, en .Periodica. 
vol. 77, fase. II (1988), p. 229). 
Finalmente, una c. Palestro: .cum essentia iuris defensionis duobus elementis eonstet: iure 
ad eontradictorium et iure ad auditionem, relate ad actionem vel postulationem ab altera 
parte in iudicio propositam, si ex parte iudicis haee omnia praetermissa fuerint, habetur nu-
llitas substantialis iudicii cum, praeter legis positivae normas, ipsum ius naturale vetat quo-
minus inaudita damnetur» (c. Pálestro, 7 febrero 1990, cit. en una e. Faltin, 20 noviembre 
1991, en "Monitor Eeclesiasticus» IV (1991), p. 597). 
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que se ha llegado a la verdad real. Garantizará sí, por supuesto, los 
derechos procesales de las partes. Pero, como se ha subrayado, todo 
el proceso, incluidos estos derechos, miran a algo más alto, lo único 
definitivo: conocer la verdad. 
lII. FACULTADES DEL JUEZ. DEFENSOR DEL VÍNCULO y AUDIlDR 
En este contexto, hace falta armonizar adecuadamente dos 
principios clásicos en la doctrina procesal: el princiPio dispositivo y el 
princiPio inquisitivo. 
Desde el punto de vista de las facultades del juez resulta obli, 
gada la referencia al can. 1452: ((1. ( ... ) Pero, una vez que se ha intro, 
ducido legítimamente una causa criminal u otra de las que se refie' 
ren al bien público de la Iglesia o a la salvación de las almas, el juez 
puede, e incluso debe, proceder de oficio. 2. El juez puede además 
suplir la negligencia de las partes en la presentación de pruebas o al 
proponer excepciones, siempre que lo considere necesario para evitar 
una sentencia gravemente injusta, quedando firmes las prescripciones 
del c. 1600». 
Queda claro que el juez no sólo puede, sino que debe proceder 
de oficio 9. Es función suya, como director del proceso, y en orden a 
conseguir lo que todo juicio pretende: una sentencia justa. Así lo su' 
braya el parágrafo segundo de la norma citada, al tipificar determina, 
das facultades concretas, precisamente para ((evitar una sentencia gra, 
vemente injusta». La dirección del proceso no es, pues, el simple 
((arbitraje» para que se respeten las ((reglas del juego», como más arri, 
ba se subrayaba. Se trata de una función verdaderamente directiva 
90 Como aplicaciones concretas del principio inquisitivo, o de impulso oficial del proce-
so, L. del Amo subraya las siguientes: .examinar, antes de admitir la causa, si el tribunal 
es o no competente; si las partes tienen o no capacidad; si se verifican o no los requisitos 
para admitir el libelo; declarar nulos los actos que lo sean, si esto interesa al bien público; 
de oficio, antes de terminar la cuestión principal, corregir o revocar el decreto o sentencia 
ionterlocutoria (co .1591); decretar en todas las decisiones, sin previa petición de parte, acerca 
de las costas (co 1611, 4); cooperar activamente en la dirección y tutela del proceso. (L. DEL 
AMO, Comentario al cano 1452, en .Código de Derecho Canónicoo Edo anotada.,Pamplona 
1983, po 8740 
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del juicio, en todas sus fases, buscando la completa instrucción que 
sirva como punto de apoyo de una sentencia justa 10. 
La referencia al can. 1600 no es exclusiva de la norma que nos 
ocupa. En otros lugares del Codex se remite al mismo canon, de for, 
ma sintomática 11. Así por ejemplo, el can. 1593, 112; el can. 1609, 
5 13 ; el can. 1639, 2, relativo a la apelación 14. 
10. Sobre el tema anota Mons. Stankiewicz, puntualizando el alcance de la norma y de 
las funciones consiguientes del juez: " ... I'imparzialita del giudice e la liberta delle parti non 
possono venir meno con il fatto che nelle cause gia introdotte, riguardanti il bene pubblico 
della Chiesa o la salvezza delle anime, tra cui ci sono le cause matrimoniali, il giudice "pro-
cedere potest et debet etiam ex officio» (can. 1452, 1) e che pub anche supplire «partium 
neglegentiam in probationibus afferendis vel in exceptionibus opponendis» (can. 1452, 2) 
per evitare una sentenza gravemente ingiusta. Questa normativa certamente affievolisce il 
principio dispositivo in senso processuale ( ... ), ma non lo sostituisce completamente con il 
principio inquisitorio in senso processuale ( ... ), come se avesse concesso al giudice senza li-
miti le facolta instruttorie. D'altra parte la disponibilita officiosa delle prove, che spetta al 
giudice in caso di negligenza delle parti, non pub risolversi in una minaccia alla sua impar-
zialita a scapito della liberta d'iniziativa delle parti processuali, se si tiene conto sia della 
possibilita del contradittorio nell'assunzione delle prove da parte del difensore del vincolo, 
sia la natura stessa del processo matrimoniale canonico ( ... ). Percib nelle cause riguardanti 
direttamente la «salus animarum» non sarebbe giustificato I'attegiamento passivo del giudice, 
poiché, come é stato giustamente osservato riguardo al processo civile, .fissati i fatti da ac-
certare, il modo di accertarli non pub dipendere dalla volonta delle parti, una sola essendo 
la verita» (O. CHIOVENDA, PrinciPi di diritto processuale civile, Napoli 1980 (ristampa del 
1923), p. 732). Anzi, il giudice supplente la negligenza delle parti nell'addurre le prove e 
nell'opporre le eccezioni, dimostra il carattere pastorale del suo officio al servizio della verita 
alla ricerca della quale é ordinato il processo canonico e la quale é <<fondamento, madre e 
legge della giustizia» Ouan Pablo lI, aloc. cit. del 4 de febrero 1980, p. 173)>> (A. STANKIE-
W1CZ, 1 doveri del giudice, en Il processo... cit., p. 133). 
11. Can. 1600: «§ 1. Después de la conclusión de la causa, el juez puede llamar a los 
mismos o a otros testigos, o mandar que se practiquen pruebas no pedidas con anteriori-
dad, solamente: 1. en las causas en las que se trate sólo del bien particular de las partes, 
si todas ellas están de acuerdo; 2. en las demás causas, después de oír a las partes y con 
tal de que haya una razón grave y se evite todo peligro de fraude o de soborno; 3. en todas 
las causas, cuando es verosímil que, de no admitirse una nueva prueba, la sentencia habrá de ser 
injusta, por las razones expuestas en el C. 1645, 2, 1-3. 
»§ 2. El juez puede sin embargo mandar o permitir que se presente un documento, que 
quizá antes no pudo presentarse sin culpa del interesado. 
»§ 3. Las nuevas pruebas han de publicarse, cumpliendo el C. 1598, b. 
12. .Si el demandado comparece después en el juicio o responde antes de la definición 
de la causa, puede aducir conclusiones y pruebas, quedando en pie lo que prescribe el can. 
1600; pero ha de procurar el juez que no se prolongue intencionalmente el juicio con largas 
e innecesarias demoras». 
13. «Si los jueces no quieren o no pueden dictar sentencia en la primera discusión, pue-
de diferirse la decisión hasta una nueva reunión, pero no por más de una semana, a no 
ser que haya de completarse la instrucción de la causa a tenor del c. 1600». 
14. «Únicamente se admiten nuevas pruebas de acuerdo con el C. 1600». 
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El telón de fondo de la remisión no puede ser otro que el que 
se ha destacado líneas arriba: la sentencia justa, que es lo mismo que 
decir verdadera, y que se constituye en el máximo principio inspira~ 
dor del trabajo judicial. Y para conseguirla, el juez goza de toda una 
serie de facultades «inquisitivas». 
Toda la normativa en la materia apunta, por lo demás, a que 
el juez obtenga la necesaria certeza sobre el mérito de la causa 15. 
Certeza que no es posible alcanzar si no se tiene el «conocimiento 
suficiente de la causa» (cfr. can. 1599, 2) o, con palabras del can. 
1606, el «pleno conocimiento de la cuestión», hasta donde humana, 
mente resulte posible. 
El parágrafo segundo del can. 1452 conjuga, al mismo tiempo, 
. los principios dispositivo e inquisitivo. En efecto, la norma destaca 
la función de suplencia del juez en la práctica de las pruebas lo que 
significa que esta tarea, en primer lugar, corresponde a las partes, de 
acuerdo con el principio onus probandi incumbit ei qui asserit (cfr. can. 
1526, 1). Es la parte quien Pide y es ella quien, en primer lugar, prue, 
bao Con todo, lo que aquí se quiere .destacar es la misión del juez 
en orden al conocimiento de la verdad, lo que supone la adecuada 
vigilancia, a todo lo largo del proceso, para la consecución de ese fin, 
en uso de las facultades que la ley, expresamente, le otorga. 
La «negligencia de las partes» puede tener distintas fuentes y 
manifestaciones. Así por ejemplo, un erróneo planteamiento de la 
petición, invocando causales no congruentes con los hechos aduci, 
dos; la petición de pruebas improcedentes; omisión de requisitos en 
la práctica de determinadas pruebas; etc. 
En esta misma línea cobra especial relieve, a nuestro juicio, la 
eventual citación de testigos de oficio, que el juez juzgue necesario 
o conveniente escuchar y que no han sido propuestos por las partes. 
Lo mismo cabe decir de determinados documentos, imprescindibles 
si se quiere llegar a una sentencia justa. 
Con cierta frecuencia ocurre, por ejemplo, que en la misma de' 
manda, en los interrogatorios de las partes o de los testigos, aparecen 
15. .Para· d.ictar cualquier sentencia, se requiere en el ánimo del juez certeza moral sobre 
el asunto que debe dirimir» (can. 1608, 1). 
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referencias a tratamiento psiquiátricos, o a médicos que han estado 
en contacto profesional con las partes; juicios civiles que tienen co, 
nexión con el proceso canónico; cartas que han sido fuente de deter, 
minado conocimiento; personas que han conocido hechos importan' 
tes; etc. Si la parte, por negligencia, no aporta o pide la prueba 
respectiva, corresponde al juez ordenar su práctica, y no puede am, 
pararse en el onus probandi de la parte, para llegar al momento de 
dictar sentencia y fallar con el material probatorio que las partes le 
proporcionan. La facilidad con la que podría llegarse a una sentencia 
injusta es evidente. Sobre el tema se volverá en detalle más adelante. 
En definitiva, no se limita la función del juez a garantizar que 
las pruebas se practiquen conforme a derecho. Le corresponde, al 
mismo tiempo, para procurar la justicia y supliendo la eventual negli, 
gencia dé las partes, la misión de buscar, de indagar, de confrontar, 
con el único ánimo de llegar a la verdad. 
Podría pensarse que lo anteriormente dicho es misión del De, 
fensor del Vínculo 16. En efecto, en virtud de su función de tutela 
del interés público, puede pedir la práctica de las pruebas que consi, 
dere necesarias. Sin embargo, la perspectiva de su oficio (<<proponer 
y manifestar todo aquello que puede aducirse razonablemente contra 
la nulidad ... »: can. 1432) es muy distinta de la del juez. La función 
de éste en la instrucción de la causa no consiste en tratar de encon, 
trar argumentos que lo convenzan de la validez del matrimonio, sino 
de averiguar la verdad. De este modo, mientras la iniciativa del De, 
fensor del Vínculo se centra en el aporte de los argumentos que pue, 
dan invocarse pro vinculo, el juez busca la verdad, independientemen' 
te del hecho de que los hechos probados favorezcan o no la 
pretensión de nulidad. Por lo demás, es precisamente en esta línea 
(pro rei veritatis) donde cobra todo su relieve la misión del Defensor 
del Vínculo. 
Sin embargo, teniendo en cuenta precisamente que la interven, 
ción del Defensor del Vínculo obedece a una particular visión de la 
causa, resulta especialmente importante la labor instructoria propia 
16. Sobre la misión y funciones del Defensor del Vínculo, cfr. el estudio de R. 
RODRÍGUEZ-OCAÑA, La función del Defensor del Vínculo (Referencia a las causas matrimoniales 
por incapacidad), en «Ius Canonicum_ 61 (1991), pp. 173-207. 
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del juez, colocado «por encima» de una misión fundamental pero, al 
fin y al cabo, encuadrada dentro de una perspectiva «particular» de 
los hechos controvertidos. 
Así, puede ocurrir perfectamente que, junto con pruebas que, 
a juicio del Defensor del Vínculo, favorecen una sentencia pro vincu-
lo, el juez, a instancia de parte o de oficio, practique otras que pue-
dan convencerlo de lo contrario. 
El can. 1428 trata de la figura del Auditor 17. Su función de 
instructor de la causa resulta de particular importancia, especialmente 
en aquellos tribunales donde el excesivo número de causas hace 
prácticamente imposible que el juez instruya directamente todos los 
procesos. Con todo, la misma ley determina el ámbito de sus funcio-
nes y destaca su estrecha vinculación con el juez, no sólo en el ori-
gen de su designación (es el juez quien lo nombra) sino en el ejerci-
cio mismo de las tareas que le son encomendadas (<<según el 
mandato» del juez). 
Dos aspectos cabe destacar, a nuestro juicio, en la relación 
juez-auditor: 1) la necesaria conjunción y armonía, cada uno en el 
ámbito de las propias funciones, para llegar a una completa y clara 
instrucción de la causa. Esto supone y exige el diálogo frecuente, el 
intercambio de pareceres, el análisis conjunto de determinadas prue-
bas, etc. En suma, es del todo necesario que ambos estén en «sinto-
nía». 2) La delegación que el juez hace al auditor no puede suponer 
el ((abandono» de la causa, a la espera de que el auditor le presente 
las pruebas que ha recogido en ejercicio de las funciones recibidas. 
Si así ocurriera, se perderían todas las ventajas, por lo demás eviden-
tes, del principio de inmediación. Este principio cobra especial relieve 
en la práctica de determinadas pruebas, como puede ser el interroga-
17. Can. 1428: ,,1. El juez, o el presidente del tribunal colegial, puede designar un audi-
tor para que realice la instrucción de la causa, eligiéndole entre los . jueces del tribunal o 
entre. las personas aprobadas por el Obispo para esta función . 
• 2. Para el cargo de auditor, el Obispo puede aprobar a clérigos o a laicos, que destaquen 
por sus buenas costumbres, prudencia y doctrina . 
• 3. Al auditor corresponde únicamente recoger las pruebas y . entregarlas al juez, según 
el mandato de éste; y si no se le prohíbe en el mandato, puede provisionalmente decidir 
qué pruebas han de recogerse y de qué manera, en el caso de que se discutan estas cuestio-
nes mientras desempeña sus tarea •. 
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torio de las partes o de determinados testigos considerados claves 
dentro del proceso 18. 
El acceso directo por parte del juez a determinadas pruebas, co~ 
mo las indicadas en el párrafo anterior, es de una importancia nota~ 
ble en el recto conocimiento de la causa. En efecto, es él ....,....el juez-
quien debe adquirir la información que le permitirá juzgar en el mo~ 
mento oportuno. Las actas, sin duda -si corresponden, como es ló~ 
gico, a interrogatorios bien hechos y bien practicados, en el caso de 
las declaraciones de partes y testigos- le ofrecen al juez una fuente 
importantísima de ciencia sobre los hechos controvertidos. Con to~ 
do, si le resulta posible el contacto directo y personal, podrá tener 
acceso a una serie de datos, impresiones, deducciones, etc., que le 
ayudarán a la hora de juzgar con acierto. 
IV. INTERROGATORIO DE LAS PARTES 
Un tema en el que lo anterior se advierte con particular fuerza 
es el interrogatorio de las partes. Un ejemplo: para cualquier juez re~ 
su Ita patente la diferencia que existe entre la simple lectura de las ac~ 
tas, por bien elaboradas que estén, y el interrogatorio personal que 
pueda hacer a la parte. Es entonces cuando puede, no sólo conocer 
personalmente al interesado, con todo lo que esto supone, también 
desde el punto de vista pastoral, sino además, preguntar, indagar, 
concretar, aclarar circunstancias de tiempo y lugar, etc. 19. 
Es el momento en el que mejor puede calibrar hasta qué punto 
la parte es sincera; si incurre o no en contradicciones; si existe o no 
animadversión hacia la otra parte y en qué medida esta circunstancia 
18. En este sentido afirma L. del Amo: «A no ser allí donde no sea posible que uno 
de los jueces del tribunal pueda instruir la causa, no se debe privar al juicio de las ventajas 
de la inmediación, hoy tan acentuada y tan recomendada para el interrogatorio de las par-
tes (vid. Communicationes, 4 (1972(, pp. 50-65, 69)" (L. del Amo, comentario al can. 1428, 
en «Código de Derecho Canónico», ed. cit., p. 857). 
19. «Anche in passato si chiedeva sopratutto al Giudice uditore di procedere nelle udien-
ze in modo dinamico, seriamente impegnato a cogliere il piu perfettamente possibile la veri-
ta storica di ogni caso ( ... ); nessuno ignora la differenza del cogliere la verita tramite doman-
de personalizzate sopratutto nel vivo della deposizione giudiziaria» O. CORSO, Le prove, en 
II processo... cit., p. 234). 
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incide en su objetividad; si determinados hechos, presentados en la 
demanda como graves, realmente lo son. 
Puede decirse, en suma, que el interfOgatorio personal a las 
partes hecho por el juez, en la medida que resulta posible, es capaz 
de ofrecer una visión bastante acertada del caso 20. Las demás prue, 
bas ql.le puedan practicar se contribuirán, sin duda, a probar definiti, 
vamente determinados hechos, a perfilar otros, etc., pero sobre la ba, 
se de lo que las partes han manifestado: son ellas quienes, supuesta 
su sinceridad, pueden dar mejor razón de las dificultades conyugales 
y de las causas verdaderas del fracaso. 
Más todavía si se trata de hechos que, por su naturaleza estric, 
tamente personal -subjetiva si se quiere- sólo ellos pueden conocer. 
Piénsese, por ejemplo, en la prueba de la exclusión, difícil de por sí 
y más aún si no se cuenta con la confessio simulantis; en determina' 
dos hecho propios de la vida íntima de los esposos; en la valoración 
que, en el sujeto, pudo tener determinada cualidad del otro contra, 
vente en orden a establecer si fue verdaderamente «directa y princi, 
palmente querida»; el dolo; manifestaciones de patología psíquica; 
etc. 
Dentro de la perspectiva asumida en este trabajo llega el mo, 
mento de detenerse en algunas circunstancias procesales concretas, 
que permiten calibrar mejor la función del juez dentro del proceso. 
V. DEMANDA y CITACIÓN DE LA PARTE DEMANDADA 
Establece el can. 1501 que «el juez no puede juzgar causa algu, 
na, si el interesado o el promotor de justicia no han formulado una 
petición a tenor de los cánones». Se consagra así una norma funda' 
mental, reflejo clarísimo del principio dispositivo que, en sede de 
procesos de nulidad de matrimonio, debe leerse junto con lo dispues' 
20. E risaputo che I'interrogatorio delle parti (insieme aquello dei testimoni) costituisce 
l'attivita per eccellenza del periodo probatorio di un processo matrimoniale, in cui prevale 
sempre I'interesse pubblico della difesa del vincolo, e che deveimpegnare I'attivita veramen-
• te solerte e responsabile sopratutto del Giudice nella ricerca della verita del caso concreto» 
(ibid .. , p. 235). 
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to en el can. 1674: «Son hábiles para impugnar el matrimonio: 1. los 
cónyuges; 2. el promotor de justicia, cuando la nulidad ya se ha di, 
vulgado si no es posible o conveniente convalidar el matrimonio». 
Nemo iudex sine actore. El proceso canónico es un proceso «a 
iniciativa de parte», así se trate de parte pública, como es el caso del 
promotor de justicia, con las condiciones del can. 1674, 2. No puede 
el juez, en consecuencia, iniciar el proceso (de oficio». Sí que puede, 
en cambio, pronunciarse sobre la admisión o rechazo del libelo, en 
los términos del can. 1505. 
En el caso de admitirse la demanda, se procede a la citación 
de la parte demandada (cfr. can. 1507). Los cc. 1508 y 1509 precisan 
el modo como debe llevarse a cabo la citación. Se hace referencia 
explícita al «servicio público de correos» o a «otro procedimiento 
muy seguro, observando las normas establecidas por la ley particular» 
(can. 1509, 1). 
«La parte legítimamente demandada tiene obligación de res' 
ponder» (can. 1476). Cabe sin embargo que «el demandado ... rehúse 
recibir la cédula de citación, o que impida que ésta llegue a sus ma, 
nos», en cuyo caso «ha de tenerse por legítimamente citado» (can. 
1510). 
y cabe también que, legítimamente citada, la parte demandada 
no quiera comparecer en el proceso. El can. 1592 recoge este supues' 
to y determina las condiciones de la consiguiente «declaratoria de 
ausencia» 21. 
La renuncia a comparecer de la parte demandada es una de las 
situaciones que, desde el punto de vista de la búsqueda de la verdad, 
ofrece un mayor interés. En efecto, si bien es cierto que la ley canó' 
nica resuelve «procesalmente» las cosas, a través del camino de la de' 
claratoria de ausencia y de la continuación del proceso sin la parte 
renuente, el juez queda ante un panorama probatorio realmente difícil. 
21. Can. 1592: .1. Si el demandado no comparece cuando se le cita ni da una excusa 
razonable de su ausencia, ni responde a tenor del can. 1507, 1, el juez ha de declararlo 
ausente del juicio y mandar que la causa, observando lo que está mandado, prosiga hasta 
la sentencia definitiva y su ejecución. 2. Antes de dar el decreto de que trata el § 1, debe 
constar, reiterando si es necesario la citación, que la legítimamente hecha llegó al demanda-
do en tiempo útil». 
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En efecto, ¿quién mejor que uno de los «protagonistas» puede 
dar razón de 10 ocurrido en su matrimonio? Más todavía, cuando la 
causa propuesta supone hechos directamente relacionados con la par~ 
te demandada. Piénsese, por ejemplo, en los supuestos en los que se 
plantea el grave defecto de discreción de juicio, el dolo, el miedo, la 
simulación, etc. ¿Quién mejor que la persona interesada puede dar 
cuenta de su situación interior, de los motivos que . tuvo para con~ 
traer matrimonio, de los derechos y obligaciones que asumió, de las 
propias condiciones de libertad para contraer? Casi podría decirse 
que, en estos supuestos, muy difícilmente podrá llegarse a un autén~ 
tico conocimiento de los hechos capaz de fundamentar una declara~ 
ción de nulidad. 
Ante la perspectiva de la ausencia del demandado -y, por 
consiguiente, de las pruebas que éste, eventualmente, pudiera pedir 
o proponer- el juez no tiene más remedio, .en principio, que . tratar 
de obtener la necesaria certeza sobre el mérito de la causa apoyado 
exclusivamente en las pruebas que presente el · actor. A nadie se le 
oculta la inmensa dificultad que, con ese panorama, llega a tener el 
afán de alcanzar la verdad que, en este caso, se reduciría a una «ver~ 
dad de parte». 
El cumplimiento de los requisitos procesales para proceder a 
una declaratoria de ausencia -nada difícil, por otra parte- no exime 
al juez,a nuestro juicio, del deber de intentar poner todos los me~ 
dios para involucrar a la parte renuente en el proceso. 
Del hecho de la renuencia el juez puede, inicialmente, extraer 
algunas conclusiones. Una de ellas, la más simple, es acogerse al co~ 
nocido principio «quien calla otorga», y entender la ausencia como 
indicio clave. a favor de la credibilidad del actor y de las pruebas que 
éste presente. De este modo, la solución del caso adquiere una preo~ 
cupante facilidad: la parte demandada no quiere · hacerse presente, 
luego 10 que el actor afirma es verdad y puede procederse a dictar 
sentencia con base en 10 afirmado por éste. 
En la práctica, las cosas son mucho más complejas. No cabe 
duda de que la ausencia culpable de parte tiene valor indiciario. Pero 
esto no resuelve, con frecuencia, el fondo del caso. En efecto, la pre~ 
gunta que debe hacerse, ante cada causa concreta, es el porqué de 
la ausencia. Una primera respuesta es la que da lugar al valor de in~ 
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dicio de la renuencia: porque se admite la propia culpabilidad o no 
se tienen argumentos para contradecir lo dicho por el actor. 
Pero no es la única respuesta. He aquí otras posibles, que sin 
ser exhaustivas, sí corresponden a situaciones no infrecuentes en las 
causas matrimoniales: 
a) la parte demandada no comparece porque entiende, erró' 
neamente, que su presencia en el juicio equivale a «facilitar» el que 
la otra parte consiga lo que pretende -la nulidad- y como no está 
de acuerdo con ésta, sencillamente se aparta del proceso. No es difí, 
cil llegar a esta situación, sobre todo si se tiene en cuenta que la rup' 
tura conyugal suele dejar re~quemores, resentimientos, etc. 
b) Otras veces ocurre que sí se está de acuerdo con la nulidad 
y se piensa, al mismo tiempo, que la propia comparecencia puede 
complicar el proceso, y hacerlo más difícil, o más lento. En este caso 
pueden darse situaciones de «acuerdo» entre las partes, auténticos 
fraudes; que exigen en el juez una particular cautela. 
c) Ocurre también que la parte demandada no quiere compa' 
recer porque eso le supone gastos adicionales que no está dispues' 
ta a afrontar -abogado, por ejemplo, desplazamientos incómodos, 
etc.-j menos todavía si se piensa que, normalmente, no tiene espe' 
cial interés en oponerse a las pretensiones del actor. 
d) En ocasiones aparece como causa el «orgullo herido», sobre 
todo cuando se ha podido conocer, como es lo habitual, el texto de 
la demanda, y se piensa que determinadas afirmaciones, por su false' 
dad -desde el punto de vista de la parte demandada- ni siquiera 
merecen respuesta. 
e) Finalmente cabe destacar el distanciamiento que la parte 
pueda tener respecto de la Iglesia. Distanciamiento que a veces es 
auténtica ruptura. En estas condiciones, para la persona no tiene ab, 
solutamente ningún sentido acudir ante un Tribunal eclesiástico en 
orden a resolver algo en lo que sencillamente no se cree. 
f) Por lo demás, ante el panorama frecuente de legislaciones civi, 
les divorcistas, que incorporan causas tan simples como el mutuo con, 
sentimiento o la prueba de la separación de los cónyuges durante un 
tiempo determinado, ¿qué sentido puede tener «complicarse la vida» 
-para personas debilitadas en su fe- ante una situación de ruptura 
que puede remediarse con tanta facilidad ante los tribunales civiles? 
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Como bien se advierte, muchas de las situaciones descritas son 
fruto de la ignorancia sobre las causas de nulidad, sobre el trabajo 
de los Tribunales eclesiásticos y sobre los mismos fundamentos doc-
trinales del matrimonio. Es aquí justamente donde cobra especial re-
lieve la función del juez, que tiene la obligación de poner los medios 
oportunos para remediar los posibles motivos de no comparecencia, 
ofreciendo las explicaciones y argumentos oportunos. Función con 
un claro contenido auténticamente pastoral, fruto de su afán por ser 
fiel a la verdad. 
Descubrirá así, con frecuencia -y tal vez con sorpresa- que 
la parte renuente no lo es tanto y que en un contexto de adecuada 
información caen muchas de las barreras que podían impedir su pre-
sencia en el proceso, con las evidentes ventajas de ese hecho en or-
den a la cumplida instrucción de la causa. 
Puede ocurrir, sin embargo, que sus esfuerzos resulten inútiles. 
En este caso el trabajo de análisis de la prueba presentada por el ac-
tor debe ser especialmente cuidadoso y tomar como punto primero 
de apoyo la credibilidad del mismo actor y de los testigos propuestos 
por él. Dentro de este marco cobra especial relieve la prueba de do-
cumentos, si sobre ellos se tiene la suficiente garantía de imparciali-
dad (historias clínicas, por ejemplo; cartas escritas en tiempo no sos-
pechoso; etc.). 
Por último, en estos casos, aparece con especial urgencia la ne-
cesidad de practicar pruebas de oficio, encaminadas a suplir la even-
tual parcialidad del material probatorio. En este contexto, a pesar de 
la ausencia del demandado, muchas veces resulta posible oír a perso-
nas con la suficiente garantía de imparcialidad que lo hayan conoci-
do bien, y que pueden, en consecuencia, ofrecer datos muy valiosos 
en orden a un mejor conocimiento de los hechos controvertidos. 
Todo lo que hasta el momento se ha intentado describir co-
rresponde a la situación de la parte que, legítimamente citada, se nie-
ga a comparecer en el proceso. Para terminar este apartado cabe aña-
dir una breve referencia a una situación análoga: la de quien no se 
hace presente en el juicio porque sencillamente no ha podido ser ci-
tada: su paradero es desconocido. Algunas veces ocurre, en efecto, 
que la parte actora manifiesta en la demanda que desconoce por 
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completo el paradero de su cónyuge; que ha hecho esfuerzos de di, 
versa índole para conocerlo, sin éxito, etc. 
Se encuentra el juez, de nuevo, ante la situación arriba plan, 
teada, aunque por un motivo distinto. El hecho definitivo es que no 
podrá contar con la información que pudiera suministrarle una de 
las partes involucradas en el proceso. Y, tal como se vio en las líneas 
anteriores, también ahora juega un papel fundamental la iniciativa 
del juez, que no puede sin más aceptar el argumento del paradero 
desconocido. Desde luego que el proceso puede adelantarse sin la 
presencia activa del demandado pero -vale la pena volver a 
subrayarlo- el conocimiento de la verdad que pudiera llegar a obte, 
ner quedaría circunscrito en buena medida al material probatorio su' 
ministrado por la parte actora, con todos los inconvenientes ano' 
tados. . 
En estos casos, el juez podrá poner en ejercicio todos los recur, 
sos a su alcance para localizar, e involucrar en el proceso a la parte 
ausente. En este intento se parte de un hecho obvio: las personas no 
desparecen, habitualmente, sin dejar rastro alguno de su destino. Sus 
parientes, sus hijos; sus amigos, alguien, en suma, debe saber dónde 
se encuentran. Por tanto, para el juez no puede ser nunca argumento 
suficiente la simple afirmación de la parte actora. Aún en el caso de 
su buena fe -que, desde luego, se presume- la aseveración de para' 
dero desconocido debe ser cotejada con la experiencia normal de la 
vida y de las personas: la parte demandada debe estar en algún lugar 
que quizá puede llegar a ser conocido con las investigaciones opor' 
tunas. 
La primera opción del juez es, desde luego, el mismo actor: es 
él quien, en primer lugar, debe poner todos los medios para dar con 
el paradero de su cónyuge. El solo hecho de «forzar» al actor en este 
sentido, muchas veces lleva consigo resultados satisfactorios. Se des' 
cubre, por ejemplo, que su afirmación inicial era el fruto de la simple 
negligencia o la consecuencia -el tema es evidentemente más 
grave- de querer tramitar la causa al margen de la parte deman:" 
dada. 
Cuando el actor se manifiesta incapaz de conseguir los datos 
oportunos -porque quienes pueden aportarlos se niegan a hacerlo-
el juez puede intervenir directamente. Una conversación amable, por 
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ejemplo, con quienes presumiblemente pueden conocer lo «descono, 
cido», en la que se suministre adecuada información sobre el sentido 
del proceso y la necesidad de la comparecencia de la parte, suele 
arrojar excelentes resultados. 
VI. FIJACIÓN DE LA FÓRMULA DE DUDAS 
Uno de los momentos procesales en los que de una manera 
más nítida se advierte la función directiva del juez en el proceso es 
la determinación del objeto de la controversia. La importancia del te' 
ma, por otra parte, se desprende claramente de las normas respec' 
tivas 22. 
Los elementos de juicio que tiene el juez para tomar su deci, 
sión se desprenden fundamentalmente del contenido de la demanda 
y de la contestación. A partir de estas dos piezas suele ser posible 
especificar el capítulo o capítulos en virtud de los cuales se instruirá 
la causa y definirá la sentencia. En ocasiones, sin embargo, será nece, 
saria alguna averiguación suplementaria, cuando de lo dicho en la 
demanda y en la contestación no sea posible obtener información 
suficiente. 
La discrecionalidad del juez se manifiesta, por ejemplo, en el 
hecho de no .estar obligado a formular como dubium en la causa lo 
que el actor plantea en su demanda. Aunque ésta ha sido admitida 
precisamente por considerar que posee fumus boni iuris, los hechos 
conocidos por el juez a partir de la contestación pueden llevarlo a 
concluir que la causa o causas que deben proponerse formalmente 
como duda han de ser diversas, en todo o en parte, de las invocadas 
por el actor. Más todavía si el demandado responde en acción recon, 
vencional. 
Su atención a la verdad de los hechos lo llevará a ser particu' 
larmente cauto en el fácil recurso a los distintos supuestos contem, 
pIados por el can. 1095, particularmente en sus parágrafos segundo 
y tercero. Como es bien sabido, los procesos de nulidad matrimonial 
22. Cfr. ce. 1513 y 1514. Para los procesos de nulidad de matrimonio, cfr. can. 1677. 
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tramitados en función de aquellos supuestos constituyen, en muchos 
tribunales, la gran mayoría de las causas lo que no deja de ser llama' 
tivo, como ha sido puesto de relieve por la jurisprudencia rotal y la 
doctrina. Muchas veces queda la impresión de que el can. 1095 es 
el «cajón de sastre» del cual se echa mano para cualquier pretensión 
de nulidad, sin mayor análisis, cuando en realidad la causa, de tener 
fundamento, debería tramitar se por otros capítulos (simulación, 
error, etc.) 23. La pretendida «facilidad» de las causas por grave de' 
fecto de discreción de juicio o incapacidad de asumir es otro de los 
tópicos que no resiste un análisis serio 24. 
La función directiva del proceso, en el tema que nos ocupa, no 
se limita al preciso momento de determinación del dubium. En prin' 
cipio, lo inicialmente determinado será la base de la instrucción y a 
ello deberá dar cumplida respuesta la sentencia. Sin embargo puede 
ocurrir, y de hecho ocurre, que en el itinerario de la causa el juez 
advierta que realmente el capítulo o capítulos han de ser distintos, 
o complementarios, de los inicialmente planteados. En este caso su 
discrecionalidad se ve limitada por las condiciones establecidas en el 
can. 1514 25, en las que, por lo demás, se pone en juego la misma 
validez de lo actuado. 
La iniciativa de parte, contemplada como necesaria por la nor, 
ma, no excluye, a nuestro juicio, la intervención del juez. En efecto, 
nada impide el que pueda sugerir a la parte que pida la adición o 
modificación del dubium. Incluso, el destinatario de esta sugerencia 
23. Sobre el tema, vid. el estudio de 1. GRAMUNT y L. A. W AUCK, Lack of due discre-
tion: Incapacity or Error? en .Ius Canonicum. 64 (1992), pp. 533-558. 
24. Al respecto afirma Mons. Burke: .algunos jueces y abogados dan la impresión de 
considerar que la incapacidad consensual contemplada en el c. 1095 ofrece una base .fácil. 
para causas de nulidad: hecho que siempre me ha dejado bastante perplejo. Alcanzar certeza 
moral de la nulidad de un matrimonio por motivo de consentimiento defectuoso nunca es 
fácil, ya que exige un juicio presente de la validez de un acto interno puesto hace cinco, 
diez o veinte años ( ... ); sometidos, por tanto, a una seria consideración jurídica, el argumen-
to de la incapacidad consensual ofrece dificultades notables, y ha de considerarse todo me-
nos fácil» (c. BURKE, Reflexiones en tomo al canon 1095, en .Ius Canonicum. 61 (1991), pp. 
93-94). 
25. Can. 1514: .Los términos de la controversia, una vez definidos, no pueden modifi-
carse válidamente, si no es mediante nuevo decreto, por causa grave, a instancia de parte 
y habiendo oído a las restantes, cuyas razones han de ser debidamente ponderadas •. 
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puede ser el mismo Defensor del Vínculo, por su condición de «par, 
te» en el proceso 26. 
Lo que a todas luces resultaría improcedente es continuar el 
proceso y dictar sentencia tratando de «forzar» los hechos para aco, 
modarlos dentro de los capítulos que, inicial y erróneamente, fueron 
formulados. 
VII. PRUEBAS 
Onus probandi incumbit ei qui asserit (can. 1526, 1). El principio 
citado podría llevar a afirmar, como anotábamos más arriba, que el 
juez es un simple espectador de la labor probatoria de las partes y 
que su trabajo, dentro de la instrucción de la causa, se limita a «reci, 
bir» pasivamente lo que éstas pidan o presenten. 
Por el contrario, la ley canónica ofrece al juez una serie de fa, 
cultades e instrumentos que, lejos de mantenerlo al margen de la ins, 
trucción, lo involucran directamente. De este modo se podrán evitar 
eventuales deficiencias y la causa quedará, en la medida de lo huma, 
namente posible, bien instruida 27. 
A. Manifestaciones de las partes 28 
Además de lo dicho sobre este tema en el n. IV de este traba' 
jo, cabe detenerse ahora en otras facultades del juez. En primer lugar 
26. «Cuando se requiere instancia de parte para que el juez pueda decidir algo, tiene 
idéntico valor la instancia del promotor de justicia o del defensor del vínculo, si intervienen 
en el juicio» (can. 1434, 2). 
27. .La deficiencia en las pruebas hace relación a dos aspectos: la insuficiencia de las 
pruebas aportadas para llegar a la certeza moral necesaria, o siendo suficientes, la deficiencia 
en la práctica de las mismas. Ambos puntos son relevantes si quiere evitarse que la fase 
probatoria se convierta en una rutina de testigos y peritos, que deponen según el interés 
de las partes que los presentan y según lo que piensan o creen, más que sobre lo que han 
oído o visto, sin ofrecer garantía alguna de veracidad» (R. RODRÍGUEz-OcAÑA, La función 
del Defensor del Vínculo ... , cit., p. 205). 
28. Un amplísimo tratamiento de este tema, y del correspondiente a los testigos, se en-
cuentra en la conocida obra de LEÓN DEL AMO, Interrogatorio y confesión en los juicios matri-
moniales, Pamplona 1973. 
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el can. 1526, en su parágrafo segundo: «No necesitan pruebas: ... 2. 
los hechos afirmados por uno de los contendientes y admitidos por 
el otro, salvo que pese a ello el derecho o el juez exijan su prueba». 
Al respecto comenta L. del Amo que no requieren prueba «aquellos 
hechos que una parte afirma y la contraria admite, pues no hay con~ 
troversia en aquello en que hay acuerdo mutuo, a no ser que la ley 
o el juez, por ser una cuestión que interese al bien público, o que 
lleve consigo consecuencias a las que los litigantes no puede renun~ 
ciar, exijan la prueba de los hechos aducidos» 29. Esto último es lo 
que cabalmente ocurre en las causas matrimoniales. 
Lo afirmado por ambas partes puede ser razonablemente pues~ 
to en duda por el juez por muchas razones, que se reducen a una: 
el resto de la prueba, con la fuerza suficiente, indica otra cosa (es el 
caso, por ejemplo, de determinados documentos; otras veces serán in~ 
dicios los que siembren la duda en el ánimo del juez, o las mismas 
declaraciones de testigos). En · estos supuestos la ley ofrece el cauce 
adecuado para intentar despejar la duda, que supone la iniciativa del 
juez: exigir lo que sea del caso, que equivale a ordenar pruebas de 
oficio. 
Su iniciativa en materia probatoria es, pues, amplia, y se ex~ 
tiende incluso, con causa grave, a situaciones anteriores a la litiscon~ 
testación 30. 
Específicamente, y ya dentro del proceso, su iniciativa se ma~ 
nifiesta en lo relativo al interrogatorio de las partes, tal como apa~ 
rece determinado en el can. 1530 31 • Respecto de ésta última norma, 
vale la pena subrayar la frase ínicial-para mejor descubir la verdad-
que constituye, no sobra repetirlo, el más claro principio inspira~ 
dor de toda la labor de oficio del juez durante la instrucción de la 
causa. 
29. L. DEL AMO, Comentario al can. 1526, en .Código de Derecho Canónico», ed. cit., 
p. 918. 
30. Cfr. can. 1529: .Si no es por causa grave, el juez no proceda a recoger pruebas antes 
de la litiscontestación .. 
31. Can. 1530: .Para mejor descubrir la verdad, el juez puede interrogar a las partes, en 
cualquier momento, e incluso debe hacerlo a instancia de parte o para probar un hecho 
que interesa públicamente dejar fuera de toda duda ... 
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B. Documentos 
El segundo tipo de prueba en el proceso de nulidad de matri~ 
monio es la prueba a través de documentos, sean públicos o priva~ 
dos 32. Es siempre el juez quien debe decidir si admite o no el do~ 
cumento, con el debido respeto al can. 1546 que establece las 
oportunas cautelas respecto del «peligro de daño» o la «obligación de 
guardar secreto». Es asimismo función suya decidir sobre la naturale~ 
za de documento público o privado (can. 1540), su autenticidad y su 
fuerza probatoria (cann. 1541~1542)33. 
Existen documentos que son verdaderos presupuestos de todo 
proceso matrimonial. Tal es el caso de la partida eclesiástica de matri~ 
monio y de las partidas de bautismo de los cónyuges. Aparte de és~ 
tos cabe destacar, por su importancia en la instrucción de la causa, 
los siguientes: 
1. Copia de las informaciones prematrimoniales. Cuando se 
han llevado a cabo con el debido cuidado ofrecen muchas veces da~ 
tos de incuestionable valor (impedime:p.tos y dispensas, recepción del 
curso de preparación para el matrimonio, anotaciones que pudiera 
haber hecho el párroco, fechas, circunstancias de tiempo y lugar, 
etc.). 
2. Copias de los certificados de nacimiento de los hijos. Re~ 
sultan . muy útiles a la hora de confrontar fechas y establecer puntos 
de referencia en el tiempo que sean suficientemente seguros. Lo mis~ 
mo ocurre cuando el nacimiento de la prole está unido, o es causa, 
de otros hechos relevantes en el proceso. 
3. Copias de los eventuales procesos civiles (separación, divor~ 
cio) en los que los cónyuges hayan sido partes. Alguna vez descubri~ 
rá con sopresa el juez que la problemática conyugal expuesta en estos 
procesos es diversa de la aducida en el proceso canónico; o que sien~ 
32. • ... la sottocommissione per iI 'De processibus' ha volutamente cambiato la colloca-
zione della normativa della prova documentale proprio per indicare la sua maggior forza 
probativa nei confronti delle altre prove a cui viene preposta, essendo solo avvantaggiata, 
sopratutto per i processi riguardanti una questione privata (non dunque nel processo matri-
moniale) dalla confessione giudiziale 'che libera le altre parti dall'onere della prov~ O. COR-
SO, art. cit., p. 238). 
33. Cfr. ibid., p. 239. 
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do los mismos testigos, dicen cosas distintas; o que las fechas de de~ 
terminados hechos no coinciden. 
4. Documentación clínica de diversa índole (historias clínicas, 
certificados médicos, etc.). De estos documentos, elaborados en tiem~ 
po no so~pechóso, podrá el juez, con frecuencia, extraer información 
más objetiva que la que puedan suministrarle los mismos peritos 
nombrados durante el proceso. 
5. Documentos privados como cartas personales, fotografías, 
grabaciones. Cabe aquí insistir en la misma idea expuesta en el epí~ 
grafe anterior: estos documentos, especialmente cuando han sido ela~ 
borados en tiempo no sospechoso, ofrecen una información inestima~ 
ble para conocer la verdad objetiva de los antecedentes, 
circunstancias, y dificultades del matrimonio en cuestión. 
Cuando las partes no los aporten, y el juez considere que de~ 
ben incorporarse al expediente, es a él a quien corresponde pedirlos 
de oficio. 
C. Testigos 
En la misma línea, su iniciativa se extiende a todo tipo de 
pruebas. En materia de testigos, por ejemplo, tiene especial valor lo 
establecido por el can. 1679 34• Más en concreto, puede ordenar que 
sean oídos los menores de catorce años y los débiles mentales, a pe~ 
sar de la· prohibición inicial de la norma 35. Puede igualmente esta~ 
blecer el careo entre parte y testigos o entre éstos 36. 
Por lo que respecta a los interrogatorios, la ley faculta a la par~ 
te y al Defensor del Vínculo para presentar artículos en orden al 
34. Can. 1679: .A no ser que las pruebas sean plenas por otro concepto, para valorar 
las declaraciones de las partes de acuerdo con el c. 1536, el juez ha de requerir, si es posible, 
testigos que declaren acerca de la credibilidad de las partes; y usará también otros indicios 
y adminículos». 
35. .No se admitan como testigos los menores de catorce años y los débiles mentales, 
pero podrán ser oídos si el juez por decreto manifiesta que es conveniente» (can. 1550, 1). 
36. .Si los testigos discrepan entre sí o con la parte en una cuestión grave, el juez puede 
realizar un careo entre ellos, evitando, en la medida de lo posible, las disensiones y el escán-
dalo» (can. 1560, 2). 
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examen . de las partes y de los testigos 37. Sin embargo corresponde 
al juez vigilar para que las preguntas se acomoden al objeto del jui~ 
cio y contribuyan al conocimiento de la verdad 38. 
A través de esta vigilancia el juez cumple una misión de singu~ 
lar importancia en la correcta instrucción de la causa. En efecto, a 
nadie se le oculta que de un interrogatorio bien hecho depende en 
buena parte el cabal conocimiento de los hechos. En este contexto 
conviene tal vez subrayar la necesidad de que las preguntas se man~ 
tengan dentro del ámbito propio de la información que el declarante 
puede suministrar. No tiene sentido, por ejemplo, preguntar a quien 
es profano en estas materias si el demandado ha padecido o padece 
alguna forma de patología psíquica. Más grave aparece el asunto 
cuando se llega incluso a sugerir el nombre técnico del trastorno. Sí 
que se puede preguntar, en cambio, si ha notado algún tipo de com~ 
portamiento extraño, raro, salido de lo normal, porque son preguntas 
que sí están al alcance del interrogado, y que éste manifestará, y así 
quedará consignado en las actas, con sus propias palabras, que muy 
seguramente no tendrán un carácter .técnico. 
Lo mismo ocurre con preguntas que se refieren directamen~ 
te al objeto del litigio. Preguntar, por ejemplo, si el demandado, a 
juicio del declarante, es incapaz para asumir las obligaciones pro~ 
pias del matrimonio, además de exigir un pronunciamiento que úni~ 
camente corresponde al juez, implica obligar al testigo, o a la par~ 
te que declara, a emitir conceptos para los cuales no tiene la ciencia 
debida. 
Lo anterior se refiere a las preguntas formuladas en el interro~ 
gatorio. Pero tanto o más importante es la práctica misma del inte~ 
rrogatorio. Sobre el tema establece el can. 1561 que «el juez, su dele~ 
gado o un auditor hacen el examen del testigo, al que debe asistir 
37. .Las partes, el promotor de justicia y el defensor del vínculo pueden presentar al 
juez artículos o preguntas sobre los que ha de interrogarse a la parte» (can. 1533) .• Dentro 
del plazo determinado por el juez, deben presentarse los artículos sobre los que se pide el 
interrogatorio de los testigos; de no hacerlo así, se considera que se desiste de la petición» 
(can. 1552, 2). 
38. .Las preguntas han de ser breves, acomodadas a la capacidad del interrogado, que 
no abarquen varias cuestiones a la vez, no capciosas o falaces o que sugieran una respuesta, 
que a nadie ofendan y que sean pertinentes a la causa» (can. 1564). 
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un notario ... ». Y el can. 1563 formula criterios prácticos, de suma im, 
portancia 39. 
La práctica del interrogatorio no puede ser nunca una labor 
mecánica, en la que se formulen las preguntas y se transcriban las 
respuestas sin ningún tipo de crítica. Por algo la ley exige la presen, 
cia del juez o su delegado, y les faculta para formular preguntas de 
oficio (cfr. can. 1568). De lo contrario bastaría que se enviaran las 
preguntas por correo a la parte o al testigo (procedimiento abierta' 
mente ilegal que está, lamentablemente, lejos de ser una posibilidad 
meramente teórica). Aparte de lo dicho más arriba a propósito del 
principio de inmediación, la práctica del interrogatorio constituye una 
ocasión inmejorable, y a veces difícilmente repetible, para llegar al 
conocimiento de la verdad. 
De lo establecido por el can. 1563 se deduce la importancia de 
los llamados «generales de ley» (identidad, fecha de nacimiento, do, 
micilio, etc.). Estos requisitos, que pueden parecer una formalidad, 
ofrecen no pocas veces importantes elementos de juicio. Por ejemplo, 
podrá saber el juez qué edad tenía el testigo cuando se celebró el ma, 
trimonio y, por tanto, su capacidad para darse cuenta de los hechos 
que afirma. Más de una sorpresa se deriva de este tipo de preguntas 
(descubrir, v. gr., que el testigo ni siquiera había llegado al uso de 
razón). 
La norma se refiere igualmente a la relación del declarante con 
las partes. El parentesco, la amistad, o la enemistad manifiesta o pre, 
sunta, son circunstancias que con frecuencia constituyen ((filtros» de 
subjetividad en las apreciaciones que el juez no puede eludir a la ho, 
ra de valorar la declaración, y que en el mismo interrogatorio pue, 
den quedar claramente establecidas. 
La fuente de conocimiento tiene una importancia análoga. Es 
evidente que no es lo mismo dar cuenta de un hecho que se ha 
comprobado personalmente, o de otro del que se tiene noticia ((de 
oídas». Y la diferencia debe quedar claramente consignada en las ac, 
39. Can. 1563: «El juez debe comprobar en primer lugar la identidad del testigo, y ha 
de preguntarle cuál es su relación con las partes y, cuando le hace preguntas específicas 
acerca de la causa, debe investigar también cuales son las fuentes de su conocimiento y en 
qué momento concreto se enteró de aquello que afirma». 
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taso Si hace falta, preguntándolo expresamente y de oficio al decla, 
rante. 
Lo mismo cabe decir sobre las circunstancias de tiempo y lugar 
de lo que se declara. Cuándo tuvo lugar determinado hecho; en qué 
lugar y circunstancias; cuántas veces se dio determinada conducta; si 
fue antes o después del matrimonio. Son algunos ejemplos que ilus, 
tran suficientemente la importancia de un buen interrogador, y no 
sólo de un buen interrogatorio. En conclusión, aún poniendo el cui, 
dado debido para que las preguntas estén bien hechas y sean condu, 
centes al caso, al hilo de la misma declaración van surgiendo hechos 
y circunstancias que sólo la presencia activa del interrogador es ca' 
paz de captar para formular las correspondientes preguntas de oficio 
que aclaren, en la medida del conocimiento del declarante, los he' 
chos controvertidos. Y cuando éste no sepa del hecho concreto so' 
bre el que se le pregunta, o no sepa dar razón de determinadas cir, 
cunstancias, así se consignará en las actas. Este «no saber» indica 
mucho, y sirve en definitiva para valorar o menor importancia del 
conocimiento de la persona que declara, y del hecho mismo sobre 
el que se le interroga. 
El can. 1568 40 subraya, a su vez, la importancia de consignar 
todas aquellas circunstancias que hayan tenido . lugar durante el inte, 
rrogatorio y que «merezcan recordarse». Será normalmente el interro, 
gador quien le indique al notario lo que, en este sentido, debe dejar 
por escrito (reacciones desproporcionadas, por ejemplo; actitud ante 
determinadas preguntas; seguridad en las respuestas o estado de du, 
da; impresión de normalidad o signos de anormalidad psíquica en la 
persona que declara; etc). 
Finalmente, el can. 1570 faculta al juez para ordenar, de oficio, 
un nuevO interrogatorio para los testigos 41. Así podrá ocurrir por 
40. Can. 1568: . El notario debe hacer constar en las actas si se prestó juramento o si 
éste fue dispensado o rehusado, y también si las partes u otras personas estaban presentes, 
así como las preguntas añadidas de oficio y, en general, todo aquello que haya sucedido 
durante el interrogatorio de los testigos y que merezca recordarse». 
41. Can. 1570: .Si el juez lo considera necesario o útil, con tal de que no haya peligro 
de fraude o corrupción, a petición de parte o de oficio, los testigos pueden ser llamados 
de nuevo a declarar antes de publicar las actas o testimonios aunque ya hayan sido exami-
nados». 
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ejemplo, cuando a partir de los demás elementos probatorios el juez 
estima que deben aclararse determinados hechos, o que en el primer 
interrogatorio pasó por alto circunstancias que posteriormente se 
descubrieron como fundamentales y que deben ser suficientemente 
esclarecidas. 
D. Peritos 
Las normas que en un primer momento interesa subrayar son 
los cc. 1574 Y 1680 42 • Por lo demás, de acuerdo con el can. 1577, 
1, ((teniendo en cuenta lo que hubieran aducido los litigantes, el juez 
determinará mediante decreto cada una de las cuestiones que debe 
considerar el dictamen de los peritos». Tales preguntas podrán ser 
propuestas por la parte, su legítimo representante o el Defensor del 
Vínculo. Pero es el juez quien las asume mediante decreto y quien, 
en consecuencia, debe estar vigilante para evitar, por ejemplo, pre-
guntas que puedan invadir el terreno propio de los pronunciamien-
tos judiciales, o que resulten insuficientes para el cometido que se 
pretende. 
Es responsabilidad del juez la designación concreta del especia-
lista, sin perjuicio de la propuesta que puedan hacerle las partes (cfr. 
can. 1575). Entre las condiciones exigibles para poder cumplir cabal-
mente la misión que se le encomienda, García-Faílde destaca las si-
guientes: ((lo primero que debe constarle al juez, antes de la elección 
del perito y del enjuiciamiento de la pericia, es que el perito tiene 
en la materia una verdadera competencia técnica no sólo genérica si-
no también específica; los mismos términos de ((perito» y de ((pericia» 
aluden a esta competencia. Quiere esto decir que el perito ha de ser 
experto en psicología y/o en psiquiatría no siendo suficiente el que 
42. Can. 1574: «Se ha de acudir al auxilio de peritos siempre que, por prescripción del 
derecho o del juez, se requiera su estudio y dictamen, basado en las reglas de una técnica 
o ciencia, para comprobar un hecho o determinar la verdadera naturaleza de una cosa». 
Can. 1680: .En las causas sobre impotencia o falta de consentimiento por enfermedad men-
tal, el juez se servirá de uno o varios peritos, a no ser que, por las circunstancias, conste 
con evidencia que esa pericia resultará inútilj en las demás causas, debe observarse lo que 
indica el can. 1574». 
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sea competente en otras disciplinas vgr. médicas más o menos afi, 
nes». Añade el mismo autor que «ser experto en psicología o psiquia' 
tría no es solamente tener un bagaje más o .menos vasto de conoci, 
miento teóricos en la materia sino también dominar verdaderamente 
la materia; lo cual no se consigue sin esfuerzos prolongados durante 
años en el tratamiento de enfermos» 43. 
Una segunda condición es la objetividad: «Es necesario que el 
perito sea objetivo. Aunque no siempre es fácil serlo incluso aún 
cuando se hagan esfuerzos por serlo; y es que la objetividad del peri, 
to puede verse comprometida aún en contra de su voluntad o por 
las oscuridades del caso o por la tendencia inconsciente a favorecer 
a aquel por quien se siente simpatía, etc., lo que el perito debe pro' 
ponerse es ayudar al juez en la búsqueda de la verdad prescindiendo 
de si con esta ayuda sale beneficiado o perjudicado el periciado» 44. 
Resulta llamativa, por otra parte, la insistencia del Romano 
Pontífice a la Rota Romana acerca de los fundamentos de antropolo, 
43. J. J. GARCÍA-FAÍLDE, Valoración jurídica de la prueba pericial psicológico/psiquiátrica, en 
AA. VV., Incapacidad consensual para las obligaciones matrimoniales (dir. José Antonio Fuen-
tes), Pamplona 1991, pp. 303-304. Para este autor, como se desprende del texto citado, puede 
ser igualmente competente el psicólogo y el psiquiatra en una causa por incapacidad con-
sensual. Más explícitamente lo afirma páginas atrás: «Confieso que nunca he logrado saber 
cuáles son las características distintivas de una pericia «psicológica» y de una pericia .psi-
quiátrica» de modo que siempre he ignorado qué es lo que una puede aportar que otra 
no pueda aportar; esta ignorancia nace de que no está absolutamente nada claro en dónde 
acaba el campo de actuación de la psicología y en dónde comienza el campo de actuación 
de la psiquiatría: no es nada fácil delimitar los cometidos/competencias específicas de una 
y otra ciencia» (art. cit., pp. 286-287). Una opinión diversa es la expresada por Tramma: 
«sempre facendo riferimento all'esperienza personale, oso dire, senza voler in alcun modo 
penalizzare determinate categorie di specialisti, che i risultati migliori si ottengono piil dagli 
psichiatri che dagli psicologi, piil dai medici legali che dagli psichiatri» (U. TRAMMA, arto 
cit., p. 207). 
44. J. J. GARcÍA-FAÍLDE, arto cit., p. 305. Tal vez no sea temerario añadir que el «benefi-
ciar» o «perjudicar» a quien se somete al examen del perito puede ir estrechamente unido 
al hecho de favorecer o no la pretensión de nulidad. En efecto, como parte de una mentali-
dad lamentablemente cada vez más extendida, no es difícil que el especialista, consciente 
o inconscientemente, se sienta impulsado por la «tentación» de «quere ayudan. a que la si-
tuación de fracaso matrimonial encuentre el cauce de la posibilidad de nuevas nupcias (su-
puesto que, evidentemente, exige la declaración de nulidad). En este sentido resulta verdade-
ramente sorprendente lo que algunas veces ocurre: el perito ha descubierto en la parte, 
durante el proceso de nulidad, toda suerte de anomalías que no duda en calificar como gra-
ves; la doble sentencia conforme, affirmative, impone en consecuencia vetitum para pasar a 
nuevas nupcias; la parte, pasado cierto tiempo, pide que se le levante la prohibición; se acu-
de al mismo especialista para oír su concepto y entonces resulta que: las anomalías han sido 
satisfactoriamente superadas y se está en condiciones de contraer nuevas nupcias. 
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gía CTzstzana que debe tener toda perICla y del peligro que, de su 
ausencia, se deriva: «Dicho peligro no es solamente hipotético si con' 
sideramos que la visión antropológica, por la que se mueven · nume, 
rosas corrientes en el campo de las ciencias psicológicas del tiempo 
moderno, es decididamente, en su totalidad, incompatible con los 
elementos esenciales de la antropología cristiana, porque está cerrada 
a los valores y significados que trascienden el dato inmanente y que 
permiten al hombre orientarse hacia el amor de Dios y del prójimo 
como su última vocación. Tal clausura es incompatible con aquella 
visión cristiana que considera al hombre un ser «creado a imagen de 
Dios, capaz de conocer y de amar al propio Creador» (Gaudium et 
spes, n. 12) y, al mismo tiempo, dividido en sí mismo (cfr. ibid. n. 
10) ... » 45. 
En su alocución del año siguiente Juan Pablo 1I insistió en el 
mismo argumento: «la antropología cristiana, enriquecida con la 
aportación de los descubrimientos hechos recientemente en el campo 
psicológico y psiquiátrico, considera la persona humana en todas sus 
dimensiones: la terrena y la eterna, la natural y la trascendente. De 
acuerdo con dicha visión integral, el hombre históricamente existen, 
te, aparece interiormente herido por el pecado y al mismo tiempo 
gratuitamente redimido por el sacrificio de Cristo ( ... ). Por tanto, 
mientras que para el psicólogo o para el psiquiatra toda forma de psi, 
copatología puede parecer contraria a la normalidad, para el canonis, 
ta, que se inspira en la citada visión integral de la persona, el con' 
cepto de normalidad, es decir, de la normal condición humana, 
comprende también moderadas formas de dificultad psicológica, con 
45. Alocución a la Rota Romana, 5 de febrero 1987, n . 4. Vid. también los nn. 5 y 6 
del mismo discurso. En el mismo sentido anota Tramma: "E necessario, per essempio, che 
i nostri periti siano profondamente convinti dell'indissolubilita del vincolo matrimonialej 
siano a conoscenza dell'insegnamento cattolico sul matrimonio e le sue proprieta essenziali. 
Sequano una dottrina antropologica che non contrasti con I'ammaestramento della Chiesaj 
lascino da parte quei principi meccanicistici, freudiani, esistenzialisti e comunque negatori 
del soprannaturale». Añade a continuación una cita del prof. De Caro: "Se I'essistenza di 
condizionamenti biologici é da una parte innegabile, non é invece obbligatorio che tali mo-
tivazioni debbano condurre inevitabilmente a determinare I'atto volontario come l'espressio-
ne di un'attivita prefinalizzata. Se cosí fosse, tutta la spiritualita rimarrebbe irrimediabilmen-
te compromessa, il materialismo piiI desolante verrebbe a dominare nelle relazioni tra gli 
uomini, i principi etici fondamentali del diritto rimarrebbero profondamente scossi. (D. DE 
CARO, Trattato di psichiatria, 1979, p. 211). Cfr. U. TRAMMA, arto cit., pp. 207-208. 
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la consiguiente invitación a caminar según el Espíritu incluso en me-
dio de las tribulaciones y a costa de renuncias y sacrificios. En 
ausencia de semejante visión integral del ser humano, sobre el plano 
teórico la normalidad se convierte fácilmente en un mito y, en el pla-
no práctico, se termina por negar a la mayoría de las personas la po-
sibilidad de prestar un consentimiento válido» 46. 
VIII. PUBLICACIÓN DE ACTAS 
El último momento procesal al que queremos hacer referencia 
es el de la publicación de actas, que aparece en la nueva legislación 
con una fuerza particular 47. A este hito judicial se llega, de acuerdo 
con la norma, «una vez recibidas las pruebas». Aunque la ley no lo 
diga expresamente, es obvio que el decreto correspondiente supone 
un juicio, esto es, la convicción en el juez de que la causa está sufi-
cientemente instruida. Por esta razón resulta sumamente oportuno, y 
aún necesario, que antes del decreto de publicación "e haya hecho 
46. Alocución a la Rota Romana. 25 de enero de 1988. n. 5. Un completo estudio de 
las implicaciones de los discursos del Santo Padre de los años 1987 y 1988 se encuentra 
en J. T. MARTÍN DE AOAR. Magisterio de Juan Pablo II sobre incapacidad consensual, en AA. 
Vv.. Incapacidad consensual... cit., pp. 85 ss. Vid. también en el mismo volumen la colabora-
ción de A. POLAINO-LoRENTE, Cuadros psicopatol6gicos en cuanto que afectan a la validez ma-
trimonial: el punto de vista del psiquiatra, pp. 219 ss. 
47. Can. 1598: «1. Una vez recibidas las pruebas. el juez, mediante decreto, debe permitir 
bajo pena de nulidad, que las partes y sus abogados examinen en la cancillería del tribunal 
las actas que aún no conocen; e incluso se puede entregar copia de las actas a los abogados 
que la pidan; no obstante. en las causas que afectan al bien público. el juez, para evitar 
peligros gravísimos puede decretar que algún acto no sea manifestado a nadie. teniendo cui-
dado de que siempre quede a salvo el derecho de defensa. 2. Para completar las pruebas. 
las partes pueden presentar otras al juez; y, después de recibir éstas, si el juez lo considera 
necesario, ha de dictarse nuevamente el decreto al que hace referencia el § 1». 
«Questo instituto -afirma GuIlo-, regolato dal can. 1598. ha subito profonde modificazio-
ni e, fortunamente. precisazioni. A mio avviso. si tratta de una deIle norma piti importanti. 
anzi di una norma-chiave deIla legislazione processuale. Il Codice del 1917. come noto. stabi-
liva che gli atti fossero pubblicati (cann. 1858-1859), ma non chiariva -in modo espresso 
o equivalente- che la loro mancata pubblicazione provocasse nullita della sentenza» (c. 
GULLO, La pubblicazione degli atti e la discussione della causa en 11 processo ...• cit., p. 289). 
Sobre el tema, vid. también los artículos de A. BLASI, Appunti di diritto processuaLe cano-
nico, en .Monitor Ecclesiasticus» 1987, pp. 378-381; M. HILBERT, De publicatione actorum, en 
.Periodica» 1992, Ill-IV. pp. 521-533. 
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una idea completa del expediente. Esta VlSlon de conjunto resulta 
particularmente útil y con frecuencia ocurrirá que, a partir de ella, 
advierta la necesidad de aplazar la publicación para poder practicar 
determinadas pruebas. 
Es entonces cuando puede advertir, por ejemplo, que hace falta 
oír como testigo a determinada persona, mencionada en actas como 
directa conocedora de determinados hechos que tienen especial im, 
portancia; o que no se ha incluido todavía en el expediente algún 
documento; o que el dictamen pericial resulta poco claro en relación 
con el resto de las actas 48; etc. En cuanto a este último punto, po' 
drá ser la ocasión para un diá.logo con el perito, en el que se aclaren 
los aspectos oscuros o incongruentes y se pidan las eventuales adicio, 
nes al dictamen. 
Suele ocurrir que sea la parte misma quien pide al juez la pu, 
blicación de actas. Las circunstancias anteriores permiten afirmar 
que el hecho de que la parte considere que la causa está suficiente' 
mente instruida no exime al juez de su estricta responsabilidad en 
el mismo sentido. Es él quien dicta el decreto correspondiente y, por 
lo mismo, es él quien debe tener la certeza sobre la inutilidad o el 
carácter de superfluas que puedan tener otras averiguaciones. 
La relación de la publicación de actas con el derecho de defen, 
sa es evidente 49 y la inclusión de cláusula irritante deja ver sin difi, 
48. En cuanto a la necesaria sintonía entre peritaje y actas afirma Burke: .La prueba 
jurídica de la presencia de una seria psicopatología que origina la incapacidad consensual 
ha de provenir -primaria y esencialmente- de las actas, y no de la pericia. Es competencia 
y responsabilidad del juez sopesar las actas, para ver si indican la presencia de una anomalía 
que mina sustancialmente la inteligencia o la voluntad del contrayente. Esto es de la misma 
esencia de su misión judicial. Las opiniones de los peritos, si se han buscado, deben consi-
derarse, de acuerdo con el can. 1579, simplemente como un elemento más -sin duda 
cualificado- de la instrucción del caso ( ... ). No es mi intención sugerir que el juez puede 
siempre prescindir de los servicios del perito; tan sólo quiero subrayar que ha de ser más 
judicial al invocar o valorar una pericia» (c. BURKE, Reflexiones en tomo al canon 1095, en 
.Ius Canonicum» 61 (1991), p. 92). También es verdad que el perito, usando su ciencia, pue-
de descubrir hechos que no se encuentran explícitamente consignados en el resto de las ac-
tas, pero que son congruentes con ellas. En este caso, el análisis cuidadoso del conjunto de 
las actas podrá llevar al juez a acoger las conclusiones periciales precisamente por esa razón 
de congruencia. 
49. Cfr. Alocución del Papa a la Rota Romana, 26 de enero de 1989, n. 6. Comenta 
Hilbert: .Actorum publicatio, in itinere processus contentiosi ordinarii, est gressus in quo 
omnes quaestiones ad ius defensionis spectantes in luce ponuntur. Per actorum publicatio-
nem, enim, partes earumque advocati omnibus causae actis ita uti possunt, ut totam mate-
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cultad que se trata de un terna verdaderamente grave 50, Y no de 
una simple formalidad procesal: «coordinando il primo inciso con se~ 
condo, la conclusione abbastanza ovvia é che le parti ed i patroni 
hanno diritto di esaminare gli atti presso la Cancelleria del Tribuna~ 
le. Emettere pertanto il decreto di pubblicazione degli atti e contem~ 
poraneamente impedire alle parti l'acceso alla lettura degli stessi pres~ 
so la Cancelleria del Tribunale ( ... ) non é neppure una soluzione che 
salvi la forma; non adempie ad una solennita stabilita dalla llege né 
tanto meno tutela il diritto di difesa della parte e per tanto non evita 
la conseguenza piti grave e cioé la nullita insanabile della sen~ 
tenza» 51. 
La sustancia de la norma está en permitir a las partes y a sus 
apoderados la lectura de las actas, corno garantía del derecho de de~ 
fensa, que se plasma en la posibilidad de conocer y eventualmente 
de controvertir la totalidad del material probatorio. Sin embargo, 
aunque de esta manera se salve lo sustancial de la norma y la validez 
del proceso, estimarnos que una cuidada dirección del proceso exige 
más. Evidentemente no se trata de obligar a quien voluntariamente 
renuncia a un derecho, ni de supeditar el avance del juicio al hecho 
de que la parte haga o no uso de la facultad que, en obediencia a 
la norma, el tribunal le ofrece. 
Pero sí que cabe facilitar al máximo el ejercicio del mismo dere~ 
cho, corno manifestación concreta del afán del juez de obtener la 
«verdad verdadera» 52. Piénsese por ejemplo en el caso, no hipotéti~ 
riam per tempus causae instructionis collectam inspiciant. Principium in quo actorum publi-
catio nititur est quod partes iure gaudent hanc materiam cognoscendi, et iudex obligatione 
tenetur partibus condiciones praebendi ut earum ius exerceant» (M. HILBERT, arto cit., p. 
521). 
50. "Nemo mirabitur de attentione quam iurisprudentia rotalis praebet publicationi acto-
rum ac de opinione fere communi Auditorum rotalium circa nullitatem sententiae quando 
publicatio actorum deest aut vitio laborat ita ut importet negationem iuris defensionis. Hoc 
stadium processus est alterum punctum centrale, post primam citationem, in quo pars habet 
facultatem cognoscendi probationes alterius partis, quae hucusque remanebant secretae, ut 
eas impugnare possit, proprias probationes complere, quo efficacius se possit defendere in 
stadio succesivo processus» (O. ERLEBACH, La nullita della sentenza giudiziale «oh ius defensio-
nis denegatum» nella giurisprudenzia rotale, Libreria Editrice Vaticana 1991, p. 269). 
SI. C. GULLO, arto cit., pp. 291-292. 
52. Por este motivo, con palabras de Hilbert, «ut validis rationibus propriam positionem 
processualem partes illustrare valeant, opportet ut acta plene ab eis cognoscantur» (art. cit., 
pp. 521-522. El subrayado es nuestro). 
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co, de la parte que tiene su domicilio en lugar distinto, y probable, 
mente lejano, al de la sede del Tribunal. El juez dicta el decreto 
de publicación, que es oportunamente notificado y en el cual se da 
a conocer a la parte su derecho y la posibilidad de ejercerlo en la 
Cancillería del Tribunal. Hasta aquí, se ha cumplido la ley. Pero, en 
la práctica, puede ocurrir que a la persona le resulta imposible, o 
muy difícil, trasladarse para la lectura de las actas. En estos casos 
nada impide -al contrario- el que se envíe copia de las mismas a 
la Cancillería del Tribunal que le resulte más próximo para que allí 
haga uso de su derecho y pueda controvertir las pruebas, o pedir 
otras nuevas. 
IX. CONCLUSIÓN 
El '<Íter» descrito en las páginas anteriores tiene su punto cul, 
minante en la sentencia. A ella debe llegar el juez con el material 
probatorio que, bajo su dirección, se ha recogido durante la instruc, 
ción de la causa. . 
A modo de conclusión, quisiéramos destacar unas cuantas 
ideas: 1) el juez es, antes que cualquier otra cosa, «servidor de la 
verdad»: la verdad de la institución matrimonial y la verdad de cada 
matrimonio concreto; 2) este servicio a la verdad exige que el juez 
se involucre en la instrucción de la causa, haciendo uso de todas las 
herramientas previstas por el derecho justamente para llegar a un co, 
nocimiento cierto de los hechos; 3) se puede añadir que nunca pue, 
de ser excusa para una instrucción deficiente el exceso de causas, o 
las dificultades derivadas de la actitud de las partes, o el trabajo que 
supone conseguir determinadas pruebas; 4) menos todavía puede 
caer el juez en el engañoso argumento de querer evacuar con rapi, 
dez los distintos procesos, llevado por el afán de ((resolver situacio' 
nes» con prontitud: la necesaria celeridad y los términos establecidos 
por la ley 53 no están reñidos con una instrucción cuidada y com, 
53. Cfr. can. 1453: .Los jueces y los tribunales han de cuidar de que sin merma de la 
justicia, todas las causas se terminen cuanto antes, y de que en el tribunal de primera ins-
tancia no duren más de un año, ni más de seis meses en el de segunda instancia •. 
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pleta 54; 5) sólo así -con un adecuado conocimiento de los 
hechos- el juez estará en condiciones de dictar una sentencia justa 
con las partes, que tienen derecho a un fallo que respete la verdad. 
y justa también con el entero Pueblo de Dios que, en la institución 
matrimonial y en cada matrimonio concreto, pone en juego su pro~ 
pio bien público. 
54. Es cierto, por otra parte, que en muchos tribunales se deja sentir la necesidad de 
un mayor número de personas capacitadas que puedan asumir con competencia la instruc-
ción de los procesos sin excesivas demoras. Con todo -llevando las cosas al extremo- re-
sulta preferible contar con unas cuantas causas bien instruidas, que con una gran cantidad 
de juicios llevados a cabo sin el suficiente cuidado. 
